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28080 Sala Segunda. Recurso de amparo número
1021/1985. Sentencia número /16/1986, de 8 de
octubre.

La Sala Segunda del Tribuna! Constitucional, compuesla por
doña Gloria llegué Cantón, Presidenta; don Angel Latorre Segura.
don Fernando Oarcía-Mon Gonzá1ez.Regueral, don Carlos ae 1&
Vega Benayas, don 1esús Leauina Villa Ydon Luis López Guerra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de ampsro nÚlO. 1021/198S. promovido contra
la Sentencia del Tribunal Central de Trabllio de 1 de julio de 1985.
en recurso de suplicación núm. 310/198S. interpuesto contra
la Sentencia de 19 de octubre de 1984. dietada en Autos número
186/1984 por la Ma¡istratura de Trabllio núm. 11 de las de Madrid,
por el Procurador de los Tribunales don Ignacio A¡uilar Fernández,
en nombre y representación de don Santiago Hernández Ramos,
don 1~ Rodrlguez González, doña Maria Consuelo Panizo Vega.
don Angel Fernando Aldavero· Peralta, don Atmdo Alan:ón
GaIda, doña Maria Isabel Alfonso Santorio. don Carlos Garrido
Nieto. don Antonio Tabernero de Antonio. don Mariano Llanos
Molero. doña Maria Isabel Pé= zapata, don Salvador Sáncbez
Moreno. doña Maria Concepción Fernández-Veiga, doña Vic:enla
Sánchez Seves, don Carlos Aseqjo Gómez, don 10aquIn Vara
Quirós, don Carlos Sáncbez 1iménez, doña Isidoro López Diez, don
Lorenzo Blasco Sanz. don Rufino Luis Conlovilla R<>dritl,uez Y
doña Consuelo Rubio Agulló, que aetúsn con la asistenela del
Letrado don Victoriano López Buendía. En el proceao han sido
parte, además de los recurren~del Ministerio FISCal, el Instituto
Nacional de la Seguridad . represenlado por el Procurador
señor Padrón AtiODZll y defendido por el letrado aeñor Ruiz-1arabo
Ferrán, Yla Tesorería General de la Seguridad Social, represenlada
por el Procurador .....or~ Arroyo Ydefendida por la Letrada
señora Bayón Mariné. Ha Sldo ponente el Magistrado don 1esús
Leguina Villa, quien expresa el psrec:er de la Sala.

l. ANTECEDENTES

l. Don Ignacio Agui1ar Fernández, Procurador de los Tribu....
les, en nombre de don Santia¡o Hernández Ramos y otros,
interpone recurso de amparo, por escrito presenlado en el1uzpdo
de Guardia el día 12 de noviembre de 1985, que se dirise contra
la Sentencia del Tribunal Central de TrablIio de 1 de julio de 1985.
dietada en recurso de suplicación núm. 310/1985, interpuesto
contra la Sentencia dietada el día 19 de octubre de 1984 por la
Magistratura de Trabajo núm. 11 de las de Madrid. Entienden los
recurrentes que la resolución impugnada vulnera los arta. 14 Y24.1
de la Constitución, con los limdamentos de hecho y de derecho que
se relacionan a continuación.

2. Los recurrentes eran fimcionarios del MutualiSlOo Laboral,
<¡ue, ~ extinguirse éste, se~on a! Instituto Nacional de la
seguridad Social (en adelante ). En su anterior destino venlan
percibiendo determinadas cantidades en concepto de complemento
salarial por desempeño de sn ClIIJO de catesorfa SlfPOrior (arta. 21.2
y .44.c del Eslatuto del Peraonal del Mutualismo Laboral, OM
30.3.77), que continuaron percibiendo a! incorporane a! INSS
durante varios años, baS1a que por dicho~ se suprimió el
....,. del cilado complemento, supresión en el.cnmpli­
mr.ñto de lo dispuesto en la Orden rninisterial de 4 de julio de
1983. Tras haber formulado redamació~· que no obtuvo
respuesta, presenlaron demanda ante la . tratura de Trablljo
para que se declarase su derecho al perci del complemento
suprirnidoy se condenue a las entidades demandadas -INSS y
Tesorería General de la Seguridad Social- a eslar y pasar por dicha
declaración. La Magistratura de Trabajo núm. II de las de Madrid
diCla Sentencia el día 19 de octubre de 1984. en la que estima la
demanda l!Of entender que la Orden ministerial de 4 de julio de
1983, que lija lu retribuciones de este personal para 1983, modifica
lo dispuesto en una norma de rango superior, como es el Real
Decrejo.ley de 16 de noviembre de 1978, cuya disposición adicio­
nal l.', aparlado 4. dispone que:

«Los funcionarios y empleados de los OrpniSlOOS que se
suprimen por la disposición final primera del presente Real
Decreto-ley se inteparán en los respectivos Organismos de nueva
creación (...) con respecto de los derechos económicos adquiridos.»

En el fallo de la Sentencia se advertla a las psrtes de que contra
eUa no cabía recurso alguno.

3. Pese a la anterior advertencia, la represenlación del INSS
anuncia la interposición de recurso de snplicación, que es tenido
por anunciado por la Magistratura de Trablljo. Dentro del plazo
concedido por ésta, la cilada Entidad presenla escrito de formaliza­
ción del recurso, que es admitido a trámite. Los hoy demandantes
de amparo se opusieron al recurso, alegando. en primer lugar, la
improcedencia del rniSlOo. por no eslar la Sentencia de inslancia
comprendida en nin¡uno de los supuestos previstos en el art. 1S3
LPL; en segundo lugar. y para el caso de que no prosperase la
anterior alegación, formulan alepciones sobre la cuestión de fondo
dehatida. .

El Tribunal Central de Trablljo diCla Sentencia el día 1 de julio
de 1985, en la que. sin hacer pronunciamiento al¡uno acerca de la
procedencia del recurso. estima el interpuesto por el INSS y revoca
la resolución de instancia.

4. Entienden los recurrentes que la Sentencia impugnada
vulnera los arta. 14 Y 24 de la Constitución:

a) El art. 24 habría sido vulnerado. en primer lugar. porque a!
admitirse un recnrao improcedente y diClarse Sentencia en el
rniSlOo se les ha producido indefensión. En segundo lugar porque
al no haberse pronunciado el Ter sobre una cuestión de orden
público. como es la de procedencia o no del recurso de snplicación,
no se han respelado todas las prantías del proceso. como exige el
art. 24.2 de la Constitución. En tercer lugar, no se ha dispensado
tutela judicial efectiva porque se ha aplicado la Orden rnini5leria1
de 4 de j'ulio de 1983, en menoscabo de lo dispnesto en el Real
Decreto- ey de 16 de noviembre de 1978. vulnerando los principios
de no retroactividad de disposiciones restrictivu de derechos, de
jerarquía normativa, de seguridad jwidica Yde leplidad_­
dos en el art. 9 de la Constitución.

b) El art. 14 de la norma fimdamental ha sido vulnerado. a
juicio de los recurrentes, porque el Ter se ha separado injustifica­
damente al resolver el caso de las soluciones dadas en otras
Sentencias dictadas en casos sustancialmente i¡uales.

Por lo anterior. solicilan de este tribunal que dicte Sentencia en
la que, otoraando el amparo pedido, se declare la nulidad de la del
Tnl>unal Central de TrablIio de 1 de julio de 1985.

S. Por providencia de 13 de diciembre de 1985, la Sección
Primera acuerda tener por presenlado el escrito y por personado y
parte. en nombre y representación de los recurrentes, al Procurador
de los Tribunales señor Agui1ar Femández. AsimiSlOo, se comunica
a la parte Ya! Ministerio Fiscal la posible existencia del motivo de
inadmisión previsto en el art. SO.2.b LOTC. y se abre plazo común
de diez dlas para que presenten las alegaciones que estimen
convenientes. .

En su escrito de 2 de enero de 1986 la parte hace sus
alegaciones, en las que reitera sustancialmente lo expuesto en la
demanda. Por sn lado. el Ministerio FlSCa! hace las suyu por
escrito de 30 de diciembre de 1985, en las que considera ...,n
relación con laden~ vulneración del art. 24 de la Constitu­
ción- que la discusión ¡jrincipal consiste en saber si la decisión de
la Ma¡istratura es o no recum1lle, siendo su conclusión negativa,
y, a reserva de lo que resulte de las actuaciones, estima que procede
la admisión de la demanda de amparo, ya c¡ue se ha abierto una vis
de recurso inexistente en la que se han perjudicado los intereses de
los hoy demandantes. En relación con la alegada vulneración del
art. 14 de la Constitución por la Sentencia defTribunal Central de
Trablljo. una vez resallada la aparente semejanza entre los supues­
tos de hecho de ésla Y de los que se aporlan como término de
comparación. el Ministerio Fiscal afirma que la diferencia reside
¡>rohablemente en la aplicación por la Sentencia impugnada de la
Orden rnini5leria1 de 4 de julio de 1983, asi como en la no
reducción alobal de las retribuciones en el supuesto de autos, a
diferencia ae lo sucedido en las reslaOtes Sentencias del Tribunal
Central de TrablIio.

6. La demanda es admitida a trámite por Auto de 22 de enero
de 1986. en la que se requiere a la Ma¡istratura de TrablIio y al
Ter para que rernilan las actuaciones o testimonio de las mismas
de las que trae cau. este recurso, con emplazamiento de quienes
fueron parte en el procedimiento. Por sendos escritos de 13 de
febrero de 1986 compsrecen el Instituto Nacional de la Seguridad
Social y la Tesorería General de la Seauridad Social.

Por providencia de 26 de febrero dé 1986, la Sección acuerda,
entre otroa extremos, dar visla de las actuaciones a las psrtes y a!
Ministerio Fiscal para que en plazo común de veinte dlas formulen
las alegaciones que estImen pertinentes.

Los demandantes de amparo formulan las suyaa por escrito de
fecha 18 de marzo de 1986, reproduciendo las de la demanda

El INss, en escrito de 31 dé marzo de 1986. sostiene que los
actores no han asolado la vis judicial previa para la defensa de sn
derecho. toda vez que la presunla inftacción constitucional se
produjo en la provtdencia de la Magistratura de Trablljo que

•
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admitió a rimite un rccuno que ella misma habla declarado
improcedente, por lo que se pudo y se debió reaccionar contra esta
inúacción mediante e! opoftuno rccuno de reposición previsto en
la LPI. Los demandantes no 10 hicieron uf, sino que, aquietán­
dose, sólo nepron la procedencia del rccuno en e! escrito de
impl)gnaci~iliIUyendoe! examen de esta cuestión entre las demás
intearantes fondo del asunto. Esta omisión, P!>' otro lado.
conduce a que tampocoJC='considenuse cumplido e! requisito
de invocar e! derecho enW vulnerado tan pronto hubo
ocasión para ~ues se despreció la que conatitula e! rccuno de
"'posición. En . que tampoco tiene contenido constitucional e!
fondo del asunto, porque es la indefensión la que man:a la
relevancia constitucional de una posible vulneración de las normas
procesales, y en este <:aso la parte, que pudo objetar la procedencia
de! rccuno mediante la oportuna unpu¡nación de la providencia
que 10 admitla a rimite~!o abstuvo de hacerlo Y sólo planteó la
cuestión cuando ya e! IN:)/> llO tenía posibilidad de Iw:er valer sus
aJesaciones soble tan importante extremo. Tam~ se ha violado
el art. 14 de la Constitución, porque la Sentenqa que se impugna
razona abundantemente su decisión.

La Tesomfa ClenenII de la Sefurida!i Social, en escrito de 18 de
marzo de 1986, solicita la desestimación del amparo porque, a su
. .cio, 11 c:abfa rccuno de suplicación contra la Sentencia de la
~agístraturade TrabaJo, por ser ésta declarativa meramente, como
10 evidencia el contenido de su fallo. en peñecta condación con e!
del ~tum» de la demanda. En cuanto a la violación de los
prinCll'ios de legalidad, seguridad jurldica y jerarqula normativa,
cometida por la aplicación de la Oiden ministerial de 4 de julio de
1983, entiende la Tesomfa que la Sentencia ha obrado de manera
ojustada a Derecho, pues la norma del Real Decreto-Iey de 16 de
noviemble de 1978 únicamente asegura la cuantla ¡loba! de las
retribuciones que los afectados ventan J>OlCÍbiendo al momento de
integrarse en los Orpnismos de nueva Cle&ción para la ¡estión de
la Seguridad Social, pero no garantiza una determinada estructura
"'tributiva, y mucho menos su inmutabilidad.

El Ministerio Fiscal evacúa el trámite por escrito. de 24 de
marzo de 1986. En cuanto a la vulDeIaCÍón del art. 24 de la
Constitución, consistente en acceder a un rccuno que, conforme a
la ley. no prooedía, entiende que el derecho a la tutela judicial
efectiva, desde la pelspectiva del deleCho a impu¡nar las IeSOlucio­
nes judiciales, no sólo tiene una si¡nificación positiva, de permitir
el acceso al rccuno, aino también la significación negativa de no
acceder a la ",visión judicial si la ley no la~ como &si se
des=de del Auto de este Trihunal de 20 de junio de 1984 (A.
282/84). Cree e! Ministerio Público ue W violación de ha
producido en este caso. en el cual ~ TCf no ha razonado
exp",samente su "'SPUe5ta. cuando deberla haberlo hecho asl por
haberse planteado la cuestión en e! escrito de impugnación y
tratarse adem4s de una materia de orden público procesal de
extremada complejidad, dada la dificultad de enc:aJar este supuesto
en alguno de los que la LPL PleVt para las decisiones IeCUrribles
en suplicación. En cuanto a la denunciada vulneración del art. 14
de la Constitución, el Ministerio Fiscal entiende que no se ha
producido, porque la Sentencia impuanada parte de una leplidad
cIif=te -la Orden ministerial de .. de julio de 1983, que las
aponadas como ttrmino de comparación no apJicaron-, Y, además,
en este caso no se ha producido merma a1¡una en las retnbuciones
ya percibidas,lo que 11 suoedió, en cambio, en los casos de las otras
Sentencias invocadas,· con lo que tampoco llegan a coincidir
sustancialmente los supuestos de hecho. .

7. Por providencia de 24 de septiemble de 1986 se seAaló el
ella 2 de octuble si¡uiente para la deliberación y votación de esta
Sentencia.

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. El Instituto Nacional de la Seguridad Social alega la
concurlencia de dos defectos formales que podrían ser causa de
inadmisión de la demanda y. en este momento procesal. de
desestimación del leCurso. a saber: la falta de agotamiento de la vIa
judicial previa Y. en estrecha conexión con la misma, la falta de
mvocación del derecho fundamental vulnerado tan pronto como
hubo ocasión para ello. Conviene despejar esta ol!jeción antes de
examinar el fondo del asunto.

Afirma el INSS que estos defectos han concurrido JlOr!Iue, con
olvido de 10 dispuesto en e! art. IS1 de la Ley de Prooedimiento
Laboral, la parte no leCUrrió en re¡>nsición la providencia de
admisión def rccuno de suplicacióJ!, unpidiéndose &si e! examen
pormenorizado de la viabilidad de dicho rccuno. El argumento no
es atendible, ya que, a los efectos previstos en e! art. 44.1 WTC,
apartados a) y cl. la interposición de! rccuno apropiado tiene
",Ievancia, porque con ella se trata de reaccionar contra un acto
jurídico que, a juicio del recurrente, viola la Constitución. Ello
significa que para la admisión del rccuno de amparo constitucional

la previa interposición del acto de Ieposición en la vIa judicial
ordinaris seria imP"'Scindible sólo si se entiende que es la
providencia de admisión del leCurso de suplicación la que ba
producido la violación constitucional que se denuncia. En caso
contrario, la falta de ,.,pos;ción previa podrá considerarse como
una oportunidad procesal desaDrovechad8. pero Que. a efectos del
rccuno de amparo ante este Tribunal Constitucional, ,.,.ulta
lmlevante)lOl"llue no impide al Tribunal ad quem en la vIa
judicial ordinaria conocer en su momento el problema constitucio­
nal planteado, problema que lealmente se origina en un momento
procesal postenor. Esto es 10 que ha sucedido en el caso, en el que.
como observa el Ministerio Fiscal, no es la proVIdencia de
admisión dictada por el Ma¡istrado de Trabajo el acto judicial al
que directa e inmediatamente quepa imputar la vulneración de la
Constitución. En efecto, cabria entenderlo as! sólo si la IeSOlución
de Magistratura fuese la llamada a determinar la procedencia del
rccuno, y no e! Tribunal superior, pero es sabido que la=­
dencia de los Tribunales laborales ha seguido una . .ón
contraris al declarar que el Ter no está vinculado al criterio que
pueda tener el Ma¡istrado de Trabaio, pudiendo decidir 10 que
estime procedente soble este punto. Siendo esto uf, e! único acto
judicial en el que se ha manifestado de manera clara e incondicio­
nada la presunta violación constitucional ha sido la Sentencia del
Tribunal Central de Trabojo, en la que este ór¡aJto juriadiccional
superior, le&itirnado para analizar IU propia competencia y la
procedencia del leCurso, se ha inclinado de forma favorable a ésta
y ha entrado a conocer del fondo del asunto. Es, por tanto. esta
",solución judicial la que debe entenderse cuestionada en el
_nte amparo. pues frente a ella no cabe rccuno alguno, no
siendo posible tampoco plantear ante ninguna otra instancia la
levisión judicial del problema en ttrminos constitucionales, con 10
que Iamhitn ha de entenderse CltmPIida la exi¡encia prevista en el
arto 44.l.c) de la WTC.

2. Por lo que se refiere al art. 24 de la Constitución, entienden
los leCumntes que se bs producido una triple vulneración de dicho
P"'COpto. consistente en: 1) haberse admitido un recurso que no
procedía en Derecho; 2) haber "'IUelto· e! TCf la cuestión plan­
teada sin expresar los fundamentos que justificaban su solución, y
3) haberse aplicado la Orden ministerial de 4 de julio de 1983.
ignorando los principios de legalidad, jerarqula normativa y

·dad ·urídica.
~~ por la última de las vulneraciones denunciadas, bay
que decidir que es a todas luces improcedente su planteamiento en
e! recurso de amparo constitucional. En primer lugnr, porque, pese
al esfuerzo argumenW de los "'curIentes, no es posible IeCOnducir
al arto 24 de la Constitución la inftacción de unos principios que la
norma fundamenW consagra en un _to (art. 9) que no está
comp=dido entre los susceptibles de ser invocados en amparo
(arts. S3.2 y 161.I.b de la Constitución y 41 de la WTC). El
articulo 24 de la Constitución consagra unas garantlas ¡n:ocesaJes
que facilitan ciertamente la defensa de los deleChos materiales, pero
que no se añaden a ellos ni se superponen en todos los casos sobre
el ,.,.to de los preceptos constitucionales, de suerte que cada vez
que uno de éstos ,.,.ulte violado también lo seria aqutl. En _do
Iugnr. tampoco ,.,.ulta aceptable la ~ntación de los "'curIen­
tes, porque en este caso la SenteUCla impugnada ha dado una
solución razonada al aplicar la 1eIaIidad ordinaria, con lo que debe
entenderse cumplida la misión éIe dietar una ",solución soble el
fondo del asunto que. en su caso, le impone e! art. 24 de la
Constitución, precepto que excluye, como es obvio, el derecho de
los justiciables a que sus tesis prosperen.

3. Examinemos ahora las restantes vulneraciones del art. 24
denunciadas en la demanda. Aunque es posihle clife",nciarlas
teóricamente, y así lo han hecho los recurrentes, no cabe ignorar
que guardan una estrecha relación entre si. por lo que conviene
analizarlas conjuntamente. En realidad, el núcleo de la cuestión
consiste en determinar si es o no conforme a la Constitución la
admisión de un recurso que lega1mente no procede cuando, como
sucede en este caso, la resolución judicial conduce a una lesión de
los in_ de aquellos ciudsdanos que ven den...,.ws los
deleChos que les fueron IeCOnocidos en la Sentencia de lJIStancia.
Como ha venido sosteniendo este Tribunal, e! art. 24 de la
Constitución no incluye el delecho a la doble instancia procesal
dentro del ámbito laboral. 10 que no obsta a que cuando un leCurso
ha sido leConocido por d Jesislador el acceso a! mismo se integra
dentro del contenido esencial del delecho a la tutela judicial
efectiva. Ahora bien, para saber si tambitn es cierto el postulado
contrario. debe tenerse presente la naturaleza de los delechos que
consa¡Ia el citado precepto. Se trata de delechos 1e&Cci0nales,
ordenados a la satisfacción de p"'tensiones, que ban de ejercitarse
en e! seno de un proceso o. más ampliamente, de una actividad
judicial cuys contíguraCión no P"'OXlSte a la norma, sino que la
norma crea, determinando su contenido y alcance. En consecuen~
cia, la tutela judicial ha de producirse en los ttrminos y dentro de
los cauces que el le¡islador -",spetando el contenido esencia! del
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artículo 24 de la Constitución- baya querido articular, por lo que
sólo en la meclicla en que se respeten ínleF"JDente aquenos cauces
legales ciarán los Jueces cabal cumplimiento a lo que el citado
precepto constitucional diSPODe. nasladaclas estas ideas al sistema
de recunos, cabe afirmar que del mismo modo que un órpno
judicial no puede ínaclmitir un recurso previsto por la ley, tampoco
le está permitido pronunciarse en vía de recurso sobre una
detenninsda materia cuancIo exista una causa impeditiva para eno,
puesto que, si ignorara esta prohibición 1eIal. estaría excecliéndose
de la competencia que el legislaclor le lía'otorpdo en el caso
concreto, exceso que este Tribunal Constitucional debe corregir en
la medida en que el pronunciamiento judicial PUdiera lesionar el
derecho de otros jusllCiables a la tutela judiciaf efectiva.

4. Por lo que se refiere al presente caso, si la resolución de
instancia no era efectivamente recurrible ante el Ter, babria que
coincidir con los demandantes de amparo y anular por este motivo
la Sentencia del Ter, que babrla licio cIictacIa con manifiesta
inobservancia de la ley. Pero bay que convenir en que la cuestión
planteada no es tan evidente como pretenden los solicitantes de
amparo, ya que si, en defensa de su tesis, éstos han consicIerado
desde un principio que la Sentencia combalicla es sin duda una
resolucióo de condena, no seria tampoco manifiestamente infun­
dacia su calificación como meramente declarativa. de cuantía
indetermínacla. según propone!& Tesoreria General de la Se¡uricIad
Social a la V1sta cIeI contemdo del &110 Y cIeI pnilum de la
demanda (en que sólo se solicitaba la declaraciÓIÍ cIeI derecho de los
recurrentes a percibir los complementos salariales de que se les
privó), con lo que, conforme a la reiterada cIoctrina de los
Tribunales de Trabajo, pocIrIa sostenerse también la tesis favorable
a la impugnabiliclacl de la resolución en cuestión. En este caso, por
tanto, el problema no ba sido creacIo por una resolución dictacla en
un recurso que, clara e incIubitaclamente, resultara improceclente, lo
que significa que, si se pocIia razonablemente discutir sobre la
posibiliclacl misma de recurrir, el Tribunal competente deberla
baberse pronunciaclo, incluso de oficio, sobre esta cuestión previa
de procedibiliclacl a la luz de lo previsto en la Iegaliclacl aphcable.
Esta observación nos permite entrar en el examen de la segunda de
las vulneraciones constitucionales denunciadas.

5. El Ter ba soslayado el problema planteaclo por los
solicitantes de amparo en su escrito de impugnación del recurso de
suplicación acen:a de la improceclenCUl cIeI recurso mismo,
entrando clirectamente en el examen y fallo de la cuestión de fondo,
sin referencia a1guna a~ cuestión previa de admisión del
recurso. Esta omisión juclicial ba de ser corresicIa en el presente
proceso de amparo constitucional, puesto que, si los órpnos
Judiciales tienen la obligación de pronunciarse sobre tndas las
cuestiones planteadas por las partes, es evidente que esta exigencia
resulta más mexcusable en casos como el presente, en que la
cuestión invocada por una de las partes es nada menos que la
inaclmisibilidad cIeI recurso, tema central, de orden público proce­
sal sobre el que descansa la existencia UlISma del prooeclimiento '1
la solución material que en éste pueda darse Iili¡io. Por COI1St­
guiente, el Juez o Tribunal que, no obstante baberle sido formal­
mente planteada, omita todo pronunciamiento sobre esta cuestión
previa. no sólo comete incongruencia, sino que además infringe e!
arto 24.1 de la Constitución. Pues, aunque es reiterada la doctrina
de este Tribunal de que no toda incon¡ruencia tiene relevancia
ccr.~1ituciona.l sino sólo ~eUa que alcance uns trascendencia tal
que ,uponga una alteraetón de los términos del debate (STC

28081 Sala Segunda. Recurso de amparo número 291/19Só.
Sentencia nJirrwro JJ7/1986. di 13 di octubre.

La Sala Segunda de! Tribunal Constitucional, compuesta por
doña Gloria Jlegué Cantón, Presidenta, y don Ange\ Latorre Segura,
don Fernando Garcia-Mon y González.RegueraI; don Carlos de la
Vega Renayas, don Jesús Lesuina Villa Y don Luis López Guerra,
~l.gis:rado.. ba pronunciaclo,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 291/1986, interpuesto por la
Procuradora de los Tribunales doña Margarita Duport Barrero, en
nombre de don Ancln!s Gomez González, como Secretario general
y representante de la Federación Regional de Madrid de Madera,
Construcción y Afines de la Unión General de Trabajadores, contra
el Auto dictado por la Sala Quinta cIeI Tribunal Central de Trabajo,
de fecba 31 de enero de 1986, por virtud del cual se cIecIaró no tener
por formalizaclo el recurso especial de suplicación interpuesto por
la Federación demandante contra la Sentencia cIictacIa por la

34/1985, 7 marzo, FJ. 4, entre otras), no puede decirse que quede
inalterado el debate procesal cuancIo el órpno judicial ni siquiera
se l'.lantea si es o no procecIente el recurso.

En un esfuerzo por conservar la resulución judicial~
presumiese, no obstante, que el Tribunal, puesto que ba dietado
Sentencia, ha responclido afirmativamente a la cuestión previa de
ínaclmisibilidad planteada por la parte, con lo !lue la incon¡ruencia
quecIaria asi salvada. Pues bien, incluso entenclicla de este modo, la
resolución judicial que se combate en el presente recurso de
amparo babria vulnerado también el articulo 24 de la Constitución,
porque dicho precepto impone a los jueces y Tnllunales la
obliaación de dictar, tras el cofreSPOncliente debate procesal, una
resolución foncIada en derecho y esta oblipción no puede conside­
rarse cumplicla con la mera emisión de una declaración de
conocimiento o de voluntad del órpno jurisdicciunal en un sentido
o en otro. Cuando la Constitución -art. 120.3- Yla Ley~ que
se motiven las Sentencias imponen que la decisión Judicial esté
prececIicIa por una exposición de los lUJUD1entos que la foncIamen­
tan. Este razonamiento expreso permIte a las partes conocer los
motivos por los que su preteudido derecbo puede ser restrin¡icIo o
negado, facilitando al tiempo y, en su caso, el control por parte de
los órpnos judiciales superiores. Pero la exigencia de motivación
suficiente es sobre tndo una garantía esencial del justiciable
mediante la cual, sin peJjuicio de la Iibertacl cIeI Juez en la
interpretación de las normas, se puede comprobar que la solución
cIacIa al caso es consecuencia de una exégeSIS racional del ordena­
miento y no el fruto de la arbitrariedad. DacIa la trascendente
linaIiclacl de esta obli¡ación, una Sentencia queen nacJa explique la
solución que proporciona a las cuestiones planteadas, sin que
pueda inferirse tampoco cuáles sean las razones próximas o
remotas que justifican aquétla, es una resolución juclicial que no
sólo viola la Uy, sino que vulnera también el clerecbo a la tutela
juclicial consagrado en e! art. 24.1 de la Constitución.

FALLO
En atención a tudo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE _LE CONCEDE LA CONSTITU-
ClON DE LA NAClON ESPANOLA. .

Ha decidido:

Otorgar al amparo pedido Y. en consecuencia:

a) Declarar la nuliclad de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo de 1 de julio de 1985, dictada en recl¡l1O número 310/1985,
interpuesto contra la Sentencia de 19 de octubre de 1984, dictada
en Autos nÚIU. 186/1984, por la Magistratura de Trabajo número
11 ele Madrid. .

b) Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente
anterior al de dictarse la Sentencia del TribuDJi\ Central de Trabajo
cuya nuliclacl se declara, para que dicho órpno judicial se pronun­
cie expresamente acerca de la procecIencia de! recurso de suphra­
ción y diete resolución acorde con la solución que se adopte.

Publíquese esta Senten<:ía en el «Boletin Oficial del Estado».

Madrid, 8 de octubre de 1986.-o10ria Jlegué Cantón.-~l
Latorre Segura.-Femando Garcia-Mon González-Regueral.-earfos
de la Vega Benayas.-Jesús Leguina Villa.-Luis López Goe­
rra.-FirmacIos y rubricados.

Magistratura de Trabllío núm. 18 de Madrid, en Autos seguidos
contra la Asociación Provinetal de Fabricantes de Derivados del
Cemento, en el que han compareciclo, además de la demanclante,
e! Ministerio Fiscal y la Asociación de Derivaclos cIeI Cemento Yo ba
sido Ponente e! Magistrado don Fernanclo Garcia-Mon y González­
Reaueral, quien expresa e! parecer de la Sala.

1. ANTECEDENTES
Primero.-Por discrepancias en tomo a la interpretación cIeI

Convenio Colectivo Provincial de Derivados del Cemento para
1985, se planteó proceclimiento de conflicto colectivo ante la
autoriclacl aclministrativa competente. Por falta de acuercIo remitió
ésta la oportuna comuniC8Clón-clemanda a la Magiatratura de
Trabajo, cofreSPOncliendo conocer a la núm. 18 de las de Madrid.
En dicho proceso figuraba como demandante la Federación re<:U­
rrente en amparo y como demanclacla la Asociación Provincial de
Fabricantes de Derivaclos cIeI Cemento de Madrid. La Magistratura
de Trabajo dictó Sentencia el 14 de noviembre de 1985, desesti­
mando la demaocla y advirtiendo a las partes que contra la IDIsma
pocIia inlefponerse recurso especial ele suplicaetón ante el Tribunal
Central de Trabajo. Don Solero Orpnero Vélez, Abogado que
babia asistido a la Federación demandante en el acto de la vista
celebracJa ante la Magistratura de Trabaio, mediante escrito de 30

"


